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El funcionamiento de la Administración del Esta- 
do en España, a partir de la Constitución de 1978 y la 
promulgación de los Estatutos de Autonomía expues- 
tos en este documento, se ha caracterizado por cam- 
bios dinámicos. El surgimiento de las diecisiete co- 
munidades autónomas (CC.AA.) ha tenido como 
consecuencia fundamental el que estas nuevas admi- 
nistraciones autonómicas, dirigidas por una nueva 
clase política, se hayan responsabilizado de ciertas 
competencias. Sin embargo, estas nuevas tareas no se 
están desarrollando de forma independiente, sino a 
través de una concertación con las actuaciones de la 
administración central y, hasta cierto punto, con las 
de las autoridades locales. La mayor parte de estos 
esfuerzos interactivos se basan en programas que re- 
flejan, por una parte, la evolución de una nueva es- 
tructuración de la nación española a tres niveles, y. 
por otra, la ampliación del estado del bienestar y la 
entrada en la Comunidad Europea. En la actualidad 
la administración ejecuta una parte importante de sus 
programas a nivel subnacional, a la vez que experi- 
menta una gran diversidad regional. Al mismo tiem- 
po la administración central debe mantener niveles 
razonables de normalización e igualdad. Esta descen- 
tralización tiene como consecuencia el que, junto con 
el análisis de los principios jurídicos sobre los que se 
construye, la ordenación administrativa en tres nive- 
les, resulta igualmente importante comprender cómo 
se desarrollan en la práctica de gobierno las relacio- 
nes intergubernamentales dentro del estado. 
Este estudio mostrará la importancia del análisis 
de estos modelos de interacciones, o relaciones inter- 
gubernamentales (RIG), y la necesidad de que los 
responsables públicós gestionen sus actuaciones in- 
terdependientes con otras administraciones trabajan- 
do con sus responsables. Esto es lo que denominare- 
mos gestión intergubemamental (GIG). Aunque a 
menudo las RIG y la GIG son consideradas equivo- 
cadamente como fenómenos relacionados exclusiva- 
mente con determinados regímenes federales (Elazar 
1987), estas GIG son características tanto de regíme- 
nes centralistas como de sistemas federales que ope- 
ran de modo multiorganizacional. En este trabajo se 
ofrecen ejemplos que demuestran la utilidad de estos 
conceptos en diversos contextos nacionales, haciendo 
especial hincapié en el desarrollo de los procesos in- 
tergubernamentales en España. En primer lugar se 
definirán las RIG, subrayando sus cinco rasgos dis- 
tintivos, y se mostrará cómo las $asif&aciones fede- 
rales y centralistas (también en España) son cada vez 
menos eficaces debido a las actuales prácticas inter- 
gubernamentales. La segunda parte del estudio anali- 
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zará los rasgos claves de las RJG entre la administra-
ción central y las CA en España, especialmente aque-
llas relacionadas con los procedimientos administrati-
vos, las relaciones fiscales, los mecanismos del fun-
cionamiento político, la estructura burocrática y las
actuaciones políticas. La tercera parte describirá la
Gb, señalará las técnicas y enfoques clave, y dará
ejemplos de su aplicación en el contexto de la admi-
nistración española. El estudio terminará con una bre-
ve evaluación del estado actual de las RIG en España,
sin olvidar el papel de las autoridades locales en un
régimen de gobierno en constanteevolución.
Naturaleza y alcance de las
relaciones intergubernamentales
L os gobiernos son juzgados tanto por lo quehacen como por lo que son. Implican la
existencia de múltiples programas y organi-
zaciones. Para gobernar, en opinión de Richard Rose,
los responsables públicos deben convertir los recur-
sos disponibles en actuaciones con resultados. La
movilización de estos recursos tiende a producirse,
cada vez en mayor medida, sin sujeción a los límites
formales entre organizaciones y unidades de gobier-
no, dando lugar a la necesidad del estudio y la prácti-
ca de las relaciones intergubernamentales (RIG).
La noción de relaciones intergubernamentales si-
gue, en su sentido más básico, la definición propuesta
por William Anderson (1910:3), a saber: “un impor-
tante contingente de actividades o interacciones que
tienen lugar entre unidades de gobierno de todo tipo y
nivel territorial de actuación”. Anderson hace refe-
rencia al sistema federal vigente en los Estados Uni-
dos de América, país en que surge este concepto en la
década de los años treinta, si bien la atención presta-
da al fenómeno afecta a los sistemas de gobierno
existentes en otros contextos nacionales.
El análisis comparado del crecimiento de los go-
biernos occidentales que Rose realiza en Understan-
ding Big Government nos ayuda a comprender la
aparición del interés hacia las RIO. Para este autor, la
principal tarea cotidiana de gobierno consiste en la
organización y prestación en todo el territorio nacio-
nal de los servicios propios del Estado del Bienestar
(que incluyen, en su concepción más amplia, una
gran variedad de iniciativas para la protección y pro-
moción social). El funcionamiento a nivel nacional
de estos programas requiere de la capacidad para or-
ganizar y distribuir sobre una amplia base territorial,
con participación de múltiples unidades subnaciona-
les de gobierno y de diversos agentes locales. El dis-
curso tradicional sobre la jerarquía entre niveles de
gobierno constituye una simplificación abusiva de la
realidad. El gobierno central fija a menudo las condi-
ciones de prestación o establece los parámetros de los
servicios, pero no los administra. El resultado, la im-
plicación de diversas instituciones pertenecientes a
distintos niveles de gobierno, nos sugiere la existen-
cia de una situación de interdependencia. En resu-
men, la actuación pública implica la presencia de una
dimensión territorial en el ejercicio de la autoridad
junto al desempeño de determinadas responsabilida-
des funcionales (Rose 1984). La clásica concepción
unitarista del Estado ha quedado superada. No esta-
mos ante una organización monolítica o un todo mdi-
ferenciado, sino en presencia de una realidad comple-
ja en la que hay lugar para el conflicto, el juego polí-
tico y las relaciones de intercambio (Rose 1984).
La situación de interdependencia antes menciona-
da da lugar a las RIG. Los vínculos auténticamente
relevantes entre Las organizaciones implicadas en la
prestación de los servicios no son necesariamente los
que aparecen establecidos en las normas jurídicas, si-
no aquellos que surgen de la necesidad de una actua-
ción coordinada (Rose 1984). En la introducción a un
simposio europeo sobre implantación de políticas,
Hanf(1979:2) sostuvo que:
La capacidad de las unidades individualizadas de
adopción de decisiones para alcanzar sus objetivos
depende no sólo de sus elecciones y acciones, sino
también de las que realicen las demás. Las decisio-
nes adoptadas a cualquier nivel estarán influidas
por las relaciones que existan tanto entre los dis-
tintos niveles como entre las diferentes áreas fun-
cionales de actuación. Una de las tareas fundamen-
tales que ha de afrontar el sistema político de cual-
quier país industrializado es la de asegurar la coor-
dinación de sus actuaciones en un contexto de re-
des de organizaciones diferenciadas e interdepen-
dientes, redes en las que, o bien la resolución efi-
caz de los problemas pasa por la puesta en común
de las capacidades de diversos participantes, o
bien es preciso que las actividades de las distintas
unidades se guien por criterios de carácter más ge-
neral.
La cuestión crucial acerca de estos entramados or-
ganizativos es, según sugiere Rose (1985), la relativa
a sus mecanismos de interrelación. Aunque entre los
modelos posibles de relación se encuentran el jerár-
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quico y el oligopolistico, parece ser el interguberna-
mental/interorganizativo el que más se ajusta a los
cambios que se están produciendo en la realidad. El
autor concluye que “las políticas públicas unen los
que las constituciones dividen
El concepto de RIO resulta más fácilmente com-
prensible a la vista de los cinco rasgos distintivos se-
ñalados por Deil Wright (1988).
En primer lugar, las RIG transcienden las pautas
de actuación gubernamental constitucionalmente re-
conocidas e incluyen una amplia variedad de relacio-
nes entre el nivel nacional y el local, entre el nivel in-
termedio (estatal, regional o provincial) y el local, y/o
entre las distintas unidades de gobierno local. A este
repertorio deberíamos añadir las que afectan a las
unidades monofuncionales de gobierno, empresas pu-
blicas, organizaciones sin ánimo de lucro, y organiza-
ciones “casi no gubernamentales” o guangos (térmi-
no con el que son conocidas en el Reino Unido), que
actúan en las fronteras del sector público (Peters,
1988). El número de unidades de gobierno involucra-
das en las RIO parece estar creciendo y, si tomamos
en consideración el hecho de que dentro de cada una
de ellas pueden estar implicados diversos segmentos
organizativos funcionalmente especializados, el nú-
mero total de conexiones puede resultarasombroso.
El segundo rasgo de las RIO es la importancia del
elemento humano: las actividades y actitudes del per-
sonal al servicio de las unidades de gobierno. Wright
(1988) sostiene que, en sentido estricto, “no existen
relaciones entre gobiernos, únicamente se dan rela-
ciones entre las personas que dirigen las distintas uni-
dades de gobierno”. Theo Toonen (1987) señala que
la “construcción del consenso”, el “ajuste mutuo” y la
“pacificación” son algunos de los objetivos persegui-
dos por los empleados públicos de los distintos nive-
les territoriales en Holanda. De forma similar,
Fran9ois Dupuy (1985) describe las RIO en Francia
como un conjunto de conductas de interacción que li-
gan a los funcionarios nacionales con los cargos elec-
tos locales y los representantes de los Departamentos.
A nivel internacional se aprecia una tendencia al in-
cremento del número de empleados públicos implica-
dos en las RIO, especialmente en el caso de los pro-
gramas para el bienestar social (Rose 1984).
Tercero, las relaciones entre empleados públicos
suponen un continuo contacto e intercambio de infor-
mación y puntos de vista. Wright (1988) opina que
una de las preocupaciones centrales de los participan-
tes en las RIO es la de conseguir que los asuntos “sal-
gan adelante”, propósito que se alcanza a través de
diversos mecanismos informales, prácticos y orienta-
dos a fines concretos, desarrollados dentro del marco
formal y legal en que se desenvuelven los distintos
actores. Por otra parte es bien sabido que las regla-
mentaciones, procedimientos y directrices de inter-
pretación que acompañan a la normativa y a las sub-
venciones intergubernamentales son parte de los me-
dios usuales de intercambio entre los distintos niveles
del gobierno,
El cuarto rasgo señalado por Wright (1988) con-
siste en que cualquier tipo de empleado público es, al
menos potencialmente, un participante en los proce-
sos intergubernamentales de adopción de decisiones.
Los actores implicados proceden no sólo de los dife-
rentes niveles territoriales, sino también de los distin-
tos poderes: legislativo, ejecutivo y judicial. En Espa-
ña, por poner un ejempio, el Parlamento ha actuado
como instrumento para limar asperezas en la defini-
ción del papel de las Comunidades Autónomas con-
templadas en la Constitución de 1978. Por su parte el
Tribunal Constitucional, además de tener jurisdicción
sobre los ternas relacionados con la capacidad legisla-
tiva y reglamentaria, decide en caso de conflicto de
competencias entre el Estado y las Comunidades Au-
tónomas. Cabe señalar que hasta el año 1985 cerca de
cuarenta asuntos de carácter intergubernamental fue-
ron resueltos por esta institución (Diaz-López, 1985).
En muchos países los tribunales tienen una participa-
ción cada vez más activa en el diseño de las RIO. No
obstante, son los organismos administrativos públicos
y sus directivos los que han pasado a jugar, merced a
la complejidad de las actividades gubernamentales y
su creciente implicación en la gestión de programas,
un papel fundamental en estos sistemas de relaciones.
Por último, las RIO se caracterizan por su vincula-
ción a las políticas públicas. Deil Wright (1988) en-
tiende que esta dimensión hace referencia al conjunto
de intenciones y acciones (o no acciones) de los em-
pleados públicos, así como a sus consecuencias, lo
cual nos obliga a examinar las interacciones de los
distintos actores en las fases de formulación, implan-
tación y evaluación de las políticas. Hans Joachim
Hesse (1987), por ejemplo, ha descrito las RIO en la
República Federal de Alemania como un proceso que
supone la transformación del federalismo tradicional,
proceso en el que actores pertenecientes a los tres ni-
veles de gobierno interactúan en persecución de sus
intereses en el marco de diversas políticas públicas.
Los temas fiscales forman parte del núcleo de interés
de las RIO respecto de las políticas públicas. Las
cuestiones referentes a qué nivel de gobierno se ocu-
pa de la obtención de los recursos financieros, cuál
realiza el mayor porcentaje del gasto, y quién contro-
la las decisiones relativas a la fmanciación de los pro-
gramas son básicas en la consideración de la actua-
ción política.
El concepto de RIO transciende los enfoques cons-
titucional-legales acerca tanto de las divisiones entre
gobiernos como de sus respectivas funciones. La tra-
dición investigadora sobre los gobiernos centrales y
subnacionales es legalista y hace hincapié en los ins-
trumentos juridicos y las normas del procedimiento.
Los enfoques intergubernamentales contemplan una
más amplia variedad de organizaciones, conductas y
pautas. Quizá una de las ventajas de las RILO, tal co-
mo ha sugerido Wright (1981), radica en que “no ig-
noran o infravaloran los análisis formales, sino que
intentan superar los potenciales limites de la fuerte
tradición jurídica inherente en el federalismo”. Este
mismo autor (1981) sostiene que, como todo enfoque
relativamente nuevo, las RIO no llevan consigo la
carga política que ha acompañado en ocasiones al
mencionado concepto. Esta connotación apolítica in-
crementa su utilidad para el análisis, ayuda a conser-
var su precisión, y favorece la necesaria acumulación
del conocimiento.
Gobierno multiorganizativo
L os expertos sostienen, cada ve¿ en mayorproporción, que no media una gran distan-
cia entre los sistemas federales y los unita-
ños. A pesar de sus diferencias en el plano legal, am-
bos modelos muestran tendencias similares en sus
pautas de funcionamiento, que se materializan en di-
versas prácticas político-administrativas: la presencia
de órganos representativos de carácter subnacional, la
división de funciones entre ambos niveles, la coparti-
cipación en los impuestos, o la creación de instru-
mentos políticos para controlar al gobierno central
son algunas de ellas.
Con independencia de que formalmente tenga ca-
rácter federal o unitario, ningún sistema democrático
sitúa todas las prerrogativas de gobierno en una única
entidad. Los procesos que implican ejercicio de la au-
toridad se encuentran mediatizados por múltiples es-
tructuras de adopción de decisiones. Ostrom (1985)
nos hace ver que todas las democracias occidentales
recurren a sistemas de gobierno que llevan implícita
la existencia de instrumentos multiorganizativos.
En su articulo “The Federal PrincipIe Reconsi-
dered” publicado en Australia hace más de tres déca-
das, Rufus Davies (1956) sostiene que las constitu-
ciones federales son esencialmente el resultado de
procesos de negociación política dirigidos a la conse-
cución de un cierto grado de unidad y diversidad allí
donde previamente existía una completa unión. Lo
que está dividido está sujeto al “mercado político”,
no hay en este proceso ni ciencia ni teoría. Así, el
Tribunal Supremo de Estados Unidos indicó, en una
significativa decisión intergubernamental, que los Es-
tados deben buscar la protección de sus poderes en el
proceso político nacional desde el momento en que,
si bien la Décima Enmienda les “reserva” unos cier-
tos poderes, el Alto Tribunal no puede determinar
cuáles hayan de ser éstos, correspondiendo al Con-
greso adoptar la decisión pertinente. El deseo de crear
un sistema federal expresa la preferencia por una lí-
nea de división de poderes, pero no permite predecir
su configuración concreta. El principio federal es va-
lioso, según Davies (1956), en la medida en que nos
informa acerca de una particular relación jurídica por
la que están afectados el gobierno nacional y los go-
biernos subcentrales. A este principio básico el autor
añade algunos otros: que el gobierno central y las
unidades subnacionales sean libres de perseguir sus
propios fines (siempre que ello no implique la des-
trucción de la esfera de actuación del otro), que cada
nivel esté en posición de controlar unos recursos fi-
nancieros suficientes que les permitan el ejercicio de
las funciones que les son propias, y, por último, que
exista un equilibrio razonable en la distribución de
competencias.
Lo que llama la atención en estos principios de
funcionamiento en los sistemas federales es su seme-
janza con los mecanismos multiorganizativos propios
de los sistemas unitarios. Prácticamente todos los sis-
temas unitarios no sólo mantienen la unidad, sino que
reconocen en cierta medida la diversidad subnacio-
nal. Las relaciones entre los niveles central y local es-
tán recogidas por la lógica del mercado político que
acompaña al deseo de crear un sistema de gobierno
territorialmente estratificado, al que sólo la capacidad
jurídica del gobierno nacional puede conferir existen-
cia. Si bien el centro juega un papel más directo en la
supervisión de las unidades subnacionales, éstas son
por lo general capaces de perseguir sus propios fmes.
El control del nivel nacional sobre las fuentes de re-
cursos financieros acostumbra a ser mayor en el caso
de los sistemas unitarios; no obstante, este control
suele estar lejos de ser total, ya que los gobiernos re-
gionales y locales tienden a disponer de instrumentos
recaudatorios propios. Por último, es normal encon-
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trar en los sistemas unitarios algún tipo de distribu-
ción territorial de las funciones de gobierno.
La Constitución Española de 1978 refleja esta am-
bivalencia. Estructura sus unidades de gobierno en el
artículo 2, en el que, al tiempo que menciona la “indi-
soluble unidad de la Nación española”, reconoce y
garantiza el “derecho a la autonomía de las nacionali-
dades y regiones”. Por su parte, el artículo 143.1 re-
conoce el derecho de las provincias con una identidad
común a “acceder a su autogobierno y constituirse en
Comunidades Autónomas” (Donaghy y Newton,
1989). En consecuencia, España ha sido descrita co-
mo ‘Estado unitario descentralizado”.
Para Antoni Monreal (1986) el sistema español
presenta características tanto federales como no fede-
rales. Entre las primeras se encuentran: la existencia
de la iniciativa legislativa en el nivel subnacional, el
reconocimiento constitucional de las Comunidades
Autónomas, la adopción de decisiones políticas a ni-
vel subnacional por parte de órganos autónomos, la
imposibilidad de que el Estado elimine Jas Comuni-
dades Autónomas en su dimensión orgánica y funcio-
nal (aunque éstas, por otra parte, no estén capacitadas
para alterar sus estructuras básicas sin el consenti-
miento del centro), y que las competencias y respon-
sabilidades de las Comunidades Autónomas no sean
uniformes en todo el territorio nacional. Los rasgos
no federales presentes en el caso español son: la im-
posibilidad de intervención de las Comunidades Au-
tónomas en una eventual reforma de la Constitución,
la adjudicación al Estado de las competencias resi-
duales, la menor capacidad legislativa y de control
del Senado en su función de cámara de representa-
ción territorial, y, por último, la intervención directa
de las Cortes en la aprobación de los estatutos de las
Comunidades Autónomas. En la práctica estas cues-
tiones han venido resolviéndose a través de pactos
que ahora deben hacer frente a la prueba de acción de
gobierno y la dinámica política (Newton, 1983).
La supremacía constitucional del gobierno nacio-
nal en los estados unitarios se ve limitada por diver-
sas fuerzas. La existencia de múltiples estructuras de
adopción de decisiones tanto a nivel nacional como
subnacional es una de ellas. Asimismo, podemos
mencionar los movimientos nacionalistas, los grupos
de carácter religioso y las minorías lingílísticas en
busca de un reconocimiento por parte de los poderes
públicos. En algunos países detenninados partidos
políticos promueven la autonomía regional, la des-
centralización, la autonomía local o incluso la federa-
lización. Prácticas fiscales como la coparticipación en
los impuestos o las subvenciones intergubernamenta-
les, tanto condicionadas como no condicionadas, mo-
difican la naturaleza “unitaria” del sistema. Las re-
cientes tendencias hacia la descentralización adminis-
trativa, la devolución de funciones del nivel nacional
y la implantación conjunta de programas han supues-
to un desplazamiento hacia los modelos de ejercicio
compartido del poder. La negociación política es una
referencia constante en la actuación de estas fuerzas.
Por su parte, los sistemas federales han evolucio-
nado hacia una situación caracterizada por un mayor
protagonismo del centro. La actuación conjunta en
los distintos programas ha llevado a una creciente im-
plicación de los gobiernos nacionales en los asuntos
locales. En el mismo sentido han actuado las subven-
ciones destinadas por el centro a programas desarro-
llados por las autoridades subnacionales. Además de
los requisitos establecidos en los programas, los go-
biernos nacionales han impuesto la aplicación de
otras normas, en unos casos como condición para la
concesión de ayudas financieras, en otros con el fin
de proteger y garantizar determinados derechos en Ja
totalidad del territorio. Buena parte de esta “naciona-
lización” ha sido posible gracias a la progresiva supe-
rioridad fiscal del gobierno central en los sistemas fe-
derales. En los casos en que los ingresos por impues-
tos son compartidos, el centro ha intentado, a menu-
do, controlar el volumen del gasto subnacional. A es-
to se añade que los gobiernos nacionales han ido asu-
miendo funciones que antes no tenían tal carácter
(programas de bienestar social, por ejemplo), y han
pasado a participar en el desarrollo de algunas otras
(educación, autopistas, tráfico aéreo). En los sistemas
federales existen asimismo elementos ideológicos y
partidistas que priman los intereses nacionales, esen-
cialmente con el fin de asegurar que determinados
beneficios, derechos o valores sean garantizados a to-
dos los ciudadanos del país. Por último, hay que se-
ñalar que la negociación política entre los grupos de
interés nacionales y subnacionales está muy difundi-
da, pudiendo dar lugar tanto a la “centralización” del
sistema como a su “descentralización”.
Estas distinciones ponen de manifiesto que desde
el punto de vista de las RIG, mientras que en algún
momento de su historia se haya considerado que Es-
paña tenía un régimen unitario con algunos rasgos
descentralizadores, cada vez se tiende a un mayor fe-
deralismo. Durante la existencia relativamente corta
del régimen actual, éste ha atravesado dos fases dis-
tintas pero superpuestas de las RIO. La primera, que
iría desde 1979 hasta 1984, incluía el logro de la au-
tonomía para 17 regiones hacia el año 1983. Esta eta-
pa estaría marcada por un tono de enfrentamiento, es-
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pecialmente entre el gobierno central y los gobiernos
autonómicos vasco y catalán. Parte de estos enfrenta-
mientos se dirimieron ante el Tribunal Constitucio-
nal, y se centraron en la naturaleza exclusiva o com-
partida de las competencias transferidas. Otras mu-
chas disputas se desarrollaron como enfrentamientos
entre los ministerios de Madrid y los gobiernos auto-
nómicos. Eran los tiempos de la LOAPA, catorce de
cuyos artículos fueron declarados inconstitucionales
por el Tribunal Constitucional, apoyando así a los go-
biernos autonómicos, aceptados de forma general con
anterioridad al Pacto Autonómico de 1981. A pesar
de estas diferencias durante la construcción del orde-
namiento administrativo, en este período también se
produjo la creación de un segundo nivel de gobierno
en las 17 comunidades autónomas, así corno el au-
mento del número de competencias, también transfe-
ridas a las Comunidades Autónomas de Vía Lenta
creadas en virtud del articulo 143. Por ejemplo, las
Leyes Orgánicas de Transferencias garantizaron a
Valencia y las Islas Canarias un estatus parecido al de
las CC.AA. del artículo 151.
La segunda etapa, que abarcaría de 1984-1985
hasta la actualidad, se caracteriza por un menor en-
frentarniento y una mayor estabilidad. Una vez trans-
curridos los períodos transitorios de cinco años para
los estatutos de autonomía, muchas comunidades in-
tentaron aumentar sus responsabilidades. Las compe-
tencias de mayor peso en áreas de sanidad y educa-
ción se extendieron más allá del País Vasco y Catalu-
ña hasta un total de seis territorios. La administración
central, en virtud del artículo 150.2, comenzó a trans-
ferir competencias sin modificar los estatutos de au-
tonomía correspondientes. Nuevos planes de subven-
ciones a programas en áreas como servicios de pro-
tección a la infancia y servicios sociales, gestionados
por las CC.AA., unieron las administraciones autonó-
micas con la central. Hacia finales de la década de los
80, el gobierno central había modificado su actitud
anterior de ralentizar los deseos de mayor poder de
las CC.AA., y fomentó de forma activa que las
CC.AA. asumieran más responsabilidades. En 1992 y
1993 se firmaron acuerdos para la transferencia de
idénticas competencias a todas las CC.AA. en deter-
minadas áreas, por ejemplo subsidios de desempleo,
formación profesional y educación. Durante 1993
también tuvieron lugar discusiones referentes a la
búsqueda de una fórmula por la que cada CC.AA. tu-
viera algún control o se le adjudicara una porción del
IRPF recaudado en su territorio, tal y como ocurre
actualmente en las comunidades de Régimen Foral,
que son el País Vasco y Navarra. Y lo que es más im-
portante, como se verá en la siguiente parte, el foco
de atención ha sido el avance en las relaciones de tra-
bajo entre las autoridades del gobiemo central y las
de las CC.AA.
Estas conexiones están colocando a España en la
órbita de otras naciones federales. A pesar de que la
Constitución no prevea todas las medidas de organi-
zación de un régimen federal, la estructuración a tres
niveles representa el federalismo “posmoderno” de
Elazar, es decir, que no funciona el reconocimiento
tácito y activo de una nación indivisible del modelo
Boaniano, lo que da origen a esquemas de reparto de
poderes para ajustarse a la realidad política (consúlte-
se Ostrom 1985). La simple idea de federalismo se ha
transformado, según Elazar, convirtiéndose en un
complejo de medidas políticas basadas en principios
federales, entre las que se incluyen las unidades sub-
nacionales autónomas dentro de los denominados
“estados centralistas”. Esta parece ser la dirección
que está tomando el Estado de las Autonomías, que
se mantiene en la línea de la tradición europea de
asociación federal, que es funcional, social y territo-
rial (Burgess 1986). Incluso Manuel Fraga (1992),
anterior dirigente del Partido Popular (Pl’) y Presi-
dente de la Comunidad Autónoma Oallega, en su tra-
bajo “Administración Unica” ha sugerido que con el
actual marco jurídico, en especial los artículos 143 y
151, España podría equiparar todas las competencias
y avanzar hacia una configuración federal similar a la
austriaca. Sin tener en cuenta ningún cambio formal,
el régimen de RIG dentro del actual marco parece es-
tar federalizando a España en la práctica, aunque no
estuviera así previsto en su diseño original (Agranoff
1993).
Relaciones intergubernamentales
en España
C omo sugiere la definición de las RIO, elmodelo de interacciones dentro de la es-
tructuración estatal a tres niveles es un te-
ma cuyo alcance puede ser muy amplio. Este análisis
es por lo tanto selectivo. Se centrará principalmente
en las relaciones entre la administración central y las
CC.AA. Las RIO, por lo que respecta a los unidades
de gobierno local, han sido ya perfiladas en el análi-
sis de las estructuras, recursos financieros y humanos,
a nivel provincial y municipal posterior a Franco rea-
lizado por Carrillo (1991). Este estudio de las
CC.AA. tratará sobre las transferencias de competen-
cias, financiación, fuerzas políticas, estructuras buro-
cráticas, y elaboración de programas de actuación po-
lítica.
Estructuras Administrativas e instituciones en las
transferencias
Las actuaciones del gobierno del PSOE, desde el
año 1983, para equiparar las competencias de todos
los territorios han constituido un proceso largo y len-
lo en el que se han ido realizando transferencias de
poder prácticamente mediante negociaciones inde-
pendientes, asunto por asunto. A la transferencia de
competencias le siguieron una serie de mecanismos
habituales de RIO. Con toda seguridad, este proceso
continuará más allá de 1993, año fijado por el Pacto
Autonómico. A lo largo de ese proceso se producirán
muchos más ajustes políticos, que supondrán más ex-
cepciones a las pautas habituales de RIO en España.
De todas formas, un repaso general a algunos mode-
los generales de RIO demostrará cómo éstos están
contribuyendo a la construcción de una estructura in-
tergubernamental con fuertes rasgos federales.
Es difícil describir cómo se desenvuelve una RIO
típica. Puesto que muchas transferencias son indivi-
dualizadas, también en algunas de ellas es necesano
que la CC.AA. tenga conferida una facultad legislati-
va casi completa para actuar en un área programática,
como es el caso de cultura y educación, en algunas la
administración central transfiere la competencia eje-
cutiva, el poder, como en los programas de salud y
crecimiento económico, y por último otras en reali-
dad constituyen casos de descentralización adminis-
trativa de programas fuertemente controlados y regu-
lados, tales como la política municipal y las leyes de
medio ambiente. En todos estos casos el papel de las
distintas instituciones gubernamentales es de algún
modo diferente.
Un ejemplo de cómo funciona el proceso en el ca-
so de competencias transferidas, entre ellas las desig-
nadas como parte del Pacto Autonómico de 1982,
ayudará a mostrar la naturaleza fuertemente interacti-
va de la estructura resultante. El proceso de transfe-
rencia de una competencia comienza con el principio
jurídico del estatuto de autonomía. Lógicamente, no
se puede realizar una transferencia sin que exista este
principio jurídico (aunque la legislación genérica ha-
ya reemplazado a los estatutos de autonomía). Desde
que las autonomías promulgadas por el artículo 143
han superado el período transitorio de cinco años du-
rante el que la Constitución prohibía su modificación,
este proceso se ha ido relajando, sobre todo porque la
administración central ha animado activamente que
se asumieran nuevascompetencias.
Una vez que una CC.AA. acuerda con el gobierno
central (generalmente a través del ministro pertinen-
te) que se proceda a la transferencia, comienzan las
negociaciones sobre las particularidades. Si los nego-
ciaciones sobre los temas clave, como son el mante-
nimiento de los niveles de programa/servicio, acuer-
dos de sometimiento a la normativa nacional, la tras-
ferencia de personal y propiedades, niveles de sub-
vención si se trata de un área de fondos especiales, y
las exigencias en cuanto a la información que se ha
de facilitar son ya parte habitual de las RIO, el proce-
so puede avanzar a la siguiente fase. Si, por el contra-
rio, hay áreas clave en las que existe desacuerdo, se
constituirá una Comisión Conjunta para la Transfe-
rencia de Competencias, integrada por representantes
de la CA, del Ministerio del Gobierno central que ha-
ce la transferencia de la competencia, y el Ministerio
para las Administraciones Públicas, que es quien po-
see la jurisdicción estatal general. Estos organismos
han demostrado ser elementos importantes en las re-
laciones intergubernamentales. Puesto que a lo largo
de la década de los 80 se realizaron una serie de
transferencias a distintas comunidades simultánea-
mente, las Comisiones Conjuntas comenzaron consti-
tuyéndose con representantes pertenecientes a distin-
tas comunidades, pero el Tribunal Constitucional
anuló este procedimiento. Sin embargo, en el caso de
la cesión de poderes en virtud del articulo 150, están
permitidas las Comisiones Conjuntas con represen-
tantes de distintas comunidades. Tanto si la transfe-
rencia se hace comunidad por comunidad o conjunta-
mente en virtud del artículo 150, los principales desa-
cuerdos se dirimen de antemano en lugar de elaborar
una legislación vaga y dejar pendiente para más ade-
lante la resolución de los detalles. Estos acuerdos han
sido trascendentales a la hora de definir las RIO y, en
su conjunto, constituyen el “molde” que sirve para
dar forma a las interacciones a primer y segundo ni-
vel de la administración.
Una vez se ha alcanzado un principio de acuerdo
se transfiere la función, vía aprobación en el parla-
mento de la CC.AA., de la legislación que haga posi-
ble el programa dentro de la región. La legislación, a
su vez, permite la puesta en marcha de la actividad
administrativa, la parte práctica del programa co-
mienza en el ejecutivo de la CC.AA. En este punto, y
siempre que no se cuestione la constitucionalidad de
la legislación autonómica, comienzan las actividades
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interactivas o RIO entre los distintos organismos ad-
ministrativos. El gobierno central conserva una auto-
ridad de control. Por ejemplo, en el caso de la Ley
Orgánica para el Desarrollo de la Educación (LODE)
se reaftrma el papel supervisor de la administración
central, independientemente de las disposiciones de
los estatutos de autonomía.
Finalmente, las actuaciones de ambas partes han
de ser válidas ante el Tribunal Constitucional. Aun-
que este puede resultar un camino más lento y com-
plicado, a menudo se prefiere. Según se desprende
los datos facilitados por la administración central
(Ministerio de las Administraciones Públicas, 1991;
consúltese también Subirats y Argelagvet [1991]) el
gobierno central impugnó ante el Tribunal Constitu-
cional 120 de las 1579 leyes promulgadas por el le-
gislativo de las CC.AA., mientras que durante este
mismo período las CC.AA., en conjunto, impugnaron
127 de las 537 leyes aprobadas por el gobierno cen-
tral. Las impugnaciones por parte de las CC.AA. han
sido una constante durante este período, y los años
1981, 1982 y 1988 han sido los años más conflicti-
vos. Las impugnaciones del gobierno central fueron
más numerosas en 1985, 1987 y 1988. Resulta intere-
sante observar que el número de impugnaciones por
ambas partes decayó significativamente en 1991, año
en que no se produjo ninguna apelación por parte de
la administración central y sólo dos por parte de las
CC.AA. La opinión generalizada es que las decisio-
nes sobre las competencias tomadas por el Tribunal
Constitucional han sido absolutamente relevantes a la
hora de determinar el ordenamiento administrativo y
las RIO que emanan de estas decisiones estrxicturales.
Financiación interguhernamental
Con la excepción de las disposiciones del Régi-
men Foral, las competencias en materia de impuestos
y las relaciones fiscales en España continúan siendo
similares a las de un estado centralista, unitario. La
Constitución otorga el poder legislativo al gobierno
central, y todas las competencias en materia fiscal
han de ser transferidas. Asimismo la Constitución re-
conoce el derecho de las CC.AA. y de las autoridades
locales a financiar sus servicios con sus propias fuen-
tes de ingresos, coparticipación en los impuestos,
subvenciones y otras modalidades de financiación,
pero siempre por medio de la autoridad legislativa del
Parlamento. Con excepción de los derechos arancela-
rios, que quedan reservados al gobierno central, los
demás impuestos son susceptibles de ser cedidos. El
Tribunal Constitucional ha apoyado el derecho de las
CC.AA. a recaudar un impuesto sobre la renta com-
plementario o una sobretasa para financiar sus servi-
cios, pero ninguna CC.AA. ha adoptado este sistema
debido a la oposición del gobierno central y a presio-
nes políticas.
Las CC.AA. se financian fundamentalmente me-
diante el reparto de los impuestos. La mayor subven-
ción es de carácter global, pero también existen cuan-
tiosas subvenciones en bloque para determinados fi-
nes (por ejemplo la sanidad, en las comunidades que
tienen competencias), así como algunas subvenciones
a determinados programas. Los subvenciones a pro-
gramas son por lo general de poca cuantía y se utili-
zan para cubrirdeficiencias en servicios, para los que
no existe establecido un programa nacional, como en
el caso de los servicios de protección al menor, pero
también en otros más amplios, corno en las subven-
ciones a obras públicas en Sevilla y Barcelona cara a
la Exposición Universal y a los Juegos Olímpicos,
respectivamente. Parte de los ingresos de las CC.AA.
proceden de los impuestos cedidos por el gobierno
central, que las CC.AA. pueden administrar aunque
no regular. Entre ellos se encuentran los impuestos de
timbre, los impuestos sobre transmisiones de propie-
dad, el impuesto sobre el patrimonio y los impuestos
sobre sucesiones y donaciones. Por lo general los in-
gresos propios de las CC.AA. no son tan amplios co-
mo los de los ayuntamientos (impuesto sobre bienes
inmuebles, impuesto sobre actividades económicas,
impuesto de circulación) y se han obtenido principal-
mente gravando los juegos de azar. Las tasas y tarifas
son otra fuente habitual de ingresos en las CC.AA. La
Comunidad Autónoma Canaria es una excepción a
este modelo general, y tiene un sistema único de
fuentes de impuestos que es un resquicio de las con-
cesiones especiales del régimen franquista. El im-
puesto sobre el valor añadido no se aplica en las islas,
sino que lo sustituyen unos impuestos especiales so-
bre las ventas y sobre las transmisiones, que varían
dependiendo del bien gravado. Además, las Islas Ca-
narias disfrutan de un estatus especial respecto a la
recaudación de impuestos sobre derechos aduaneros
y productos petroleros, debido a su situación geográ-
fica.
Para hacemos una idea del control que sobre los
ingresos totales tiene la administración central, el es-
tudio de Solé-Vilanova (1990) sobre la financiación
territorial/autonómica señala que de entre las quince
CC.AA. con régimen común (excluidas el País Vasco
y Navarra) las fuentes propias de impuestos en las co-
munidades con mayores competencias (es decir,
aquéllas con competencias en materia de sanidad y
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educación) representan una media inferior al 2% de
la recaudación total de impuestos, mientras que los
impuestos cedidos no llegan al 10% (339). Según la
Ley Orgánica de Financiación de las Comunidades
Autónomas (LOFCA) y los estatutos de autonomía,
cada una tenía originariamente una porción determi-
nada de toda la recaudación de impuestos del estado,
dependiendo de las responsabilidades de gastos y de
los ingresos potenciales por impuestos cedidos. Este
método debería aplicarse durante el período transito-
rio de cinco años, hasta 1986. Consecuentemente, las
quince CC.AA. y la administración central alcanza-
ron un nuevo acuerdo, con una nueva fórmula que
anuló de forma efectiva el costo de las responsabili-
dades transferidas (Solé Vilanova 1990:343). Se ba-
saba en una fórmula en Ja que tenían en cuenta pobla-
ción, tamaño geográfico, renta personal, esfuerzo fis-
cal, número de provincias y distancia a Madrid (en el
caso de las dos comunidades insulares). La importan-
cia concedida a estas variables fue más o menos arbi-
traria, con algunas provisiones “que eximían de la
responsabilidad” a los gobiernos autonómicos. Esto
ha significado que la cesión de impuestos se distribu-
ye ahora de acuerdo con las necesidades, y no de
acuerdo con la operatividad. La consecuencia de este
sistema de financiación, según concluye Solé Vilano-
va (1990), no sólo es la centralización, sino que a ni-
vel regional no existe distorsión o competencia fiscal,
ni la responsabilidad de equiparar el nivel de servi-
cios con el nivel impositivo, lo que supone una forma
de federalismo en el gasto. Esto ayuda a explicar por-
qué algunas de las comunidades de menor nivel no se
han mostrado entusiastas a la hora de asumir funcio-
nes de alto coste, como la educación y la sanidad. A
pesar de las subvenciones especiales, tendrían que fi-
nanciar parte de estos servicios a cargo de sus asigna-
ciones en el reparto de la recaudación fiscal.
El Fondo de Compensación Interterritorial (FCI)
es otra forma de financiación que permite la conce-
sión de subvenciones a programas, principalmente a
los de desarrollo económico. Este fondo establecido
constitucionalmente fue ideado originariamente para
beneficio exclusivo de las zonas más desfavorecidas.
La administración central decidió que el PCI destina-
ría sus fondos a inversiones públicas, de tal forma
que se distribuyeran entre las 17 CC.AA. con arreglo
a una fórmula que tuviera en cuenta población, ingre-
sos, emigración neta, Lasa de desempleo y tamaño. De
nuevo la fórmula dejaba fuera la responsabilidad. Los
aspectos redistributivos de FCI han causado cierto re-
sentimiento entre las comunidades más ricas. Por
ejemplo, los vascos se quejan de que pagan seis veces
más al fondo de lo que perciben en subvenciones. A
pesar de ello, el FCI ha sido considerado como un
instrumento de “solidaridad” y de unidad entre las re-
giones, ya que proporcionalmente distribuye más di-
nero a las regiones pobres, creando una equiparación
horizontal.
Fuerzas políticas
Las fuerzas políticas evidentemente juegan un pa-
pel importante en la configuración de las RIG nacio-
nales/territoriales. Linz (1989) ha llegado a la conclu-
sión de que, junto con la construcción de las nuevas
administraciones autonómicas, el surgimiento de nue-
vas ¿lites políticas es la consecuencia más importante
del Estado de las Autonomías. Las publicaciones ac-
tuales sobre la estructura territorial se centran en el
peso político de las fuerzas vascas y catalanas en la
obtención concesiones e impugnación de actuaciones
de la administración central por vía parlamentaria,
contencioso-administrativa y ante el Tribunal Consti-
tucional. Es evidente que tanto el País Vasco con sólo
un 6% de población y de representación parlamenta-
ria, como Cataluña con un 15% de la población y un
14% de representación en las Cámaras, ejercen un pe-
so político bastante mayor a la hora de forzar las RIO
hacía la descentralización y regionalización, no sólo
por sus nacionalismos históricos y étnicos, sino por el
peso político que sin duda se deriva de su importan-
cia económica relativa. A comienzos de la década de
los 80, entre las dos regiones sumaban casi una terce-
ra parte de los ingresos del país (Clark 1985: 70-71).
Debido a que en los parlamentos autonómicos de
estas dos regiones predominan por lo general los par-
tidos nacionalistas, que tienen representación en el
Congreso en Madrid, sus gobiernos han estado muy
interesados en obtener concesiones políticas intergu-
bernamentales. Aunque muchos de estos nacionalis-
tas, como los Socialistas Catalanes, se han coaligado
en las Cortes con partidos nacionales, en los progra-
mas de aquéllos también encontramos intereses na-
cionalistas. Otras regiones que tienen partidos regio-
nalistas más pequeños también están a favor de una
mayor autonomía política subnacional, pero en lineas
generales no han llegado a controlar las CC.AA., ex-
cepto mediante su participación en gobiernos de coa-
lición con una división regional de un partido nacio-
nal. Esto a menudo ha tenido como consecuencia una
suavización en las formas de los programas políticos
nacionalistas.
Como la mayor parte de la nación, incluida la auto-
nomía histórica de Galicia, ha estado controlada por
partidos políticos nacionales, los programas están más
en consonancia con los intereses de los partidos de
ámbito estatal. El PSOE tiene el poder a nivel nacio-
nal, en muchas CC.AA. y en grandes ciudades, cir-
cunstancia que sin duda ha creado unos vínculos que
unen al partido con la administración central, lo que
lógicamente ha suavizado el camino de las negocia-
ciones entre las CC.AA. y el gobierno central. Sin
ninguna duda ha reducido la fricción entre la adminis-
tración central y regional, que parece haber ido ce-
diendo desde el comienzo de los 80. España ha tenido
una tradición de servirse de contactos directos entre
los funcionarios locales y nacionales en lugar de con-
fiar en acuerdos a alto nivel (Clegg 1987) y sin ningu-
na duda esto se ha continuado en el comportamiento
territorial, especialmente gracias a los vínculos esta-
blecidos por el PSOE desde su llegada al poder en
1982.
La política intergubernamental de la oposición del
PP. que ganó bastante fuerza en las elecciones de
1991, y en las encuestas nacionales desde 1991, es
menos conocida. Este partido de centro derecha está
comenzando a demostrar que puede mantenerse co-
mo el principal partido de la oposición. Su gobierno
en cinco CC.AA. y cuatro grandes ciudades en solita-
rio o en coalición puede haber cambiado la tradicio-
nal postura reacia de sus líderes a aumentar los pode-
res de las CC.AA. Al ser un partido de derechas, al-
gunos de sus fundadores se mostraron menos opti-
mistas respecto a un ordenamiento territorial, el cual
consideraron como una fuerza en detrimento de la
unidad de España. Será interesante ver lo que hará el
PP para fortalecer o debilitar el sistema actual en caso
de aumentar su influencia o ganar las elecciones ge-
nerales de Junio del 1993. Muchos analistas políticos
creen que la experiencia que actualmente tiene en el
ejercicio del poder debilitará su anterior escepticismo
ante una España descentralizada, como lo testimonia
su participación activa en recientes acuerdos para am-
pliar la transferencia de competencias.
Administración
Parte de la tarea que lleva consigo la construcción
de la Gb ocasiona un corpus administrativo que no
sólo satisface las exigencias de la administración mo-
derna, sino que puede manejar la tarea complementa-
ria de gestionar dentro de una estructuración en tres
niveles. La administración española ha sido tradicio-
nalmente formada y orientada jurídicamente (Mcd-
hurst 1973) y su estilo ha seguido un sentido descen-
dente, de arriba abajo. La opinión generalizada es que
ha de añadirse un estilo de gestión de enfoque más
empresarial en los diversos corpus administrativos, y
a todos los niveles (Bañón 1992; INAP 1991a). Co-
mo parte de este esfuerzo de modernización el Insti-
tuto Nacional de la Administración Pública (INAl’).
subdivisión del Ministerio de las Administraciones
Públicas, ha asumido la tarea de ayudar a perfeccio-
nar el corpus administrativo de los gobiernos autonó-
micos y de las autoridades locales. Este perfecciona-
miento tiene lugar en tres grandes áreas: estrategias y
técnicas administrativas, renovación y motivación de
los recursos humanos, y principios de gestión de áre-
as funcionales (INAP 1991b:59)
Con la excepción de las siete CC.AA. uniprovin-
ciales, cuyos gobiernos provinciales se transformaron
en gobiernos autonómicos, cada región tuvo que
construir una nueva administración, aunque en algu-
nos casos se transfirieron funcionarios del estado cen-
tral a las administraciones autonómicas. Como siste-
mas parlamentarios que son, los ejecutivos de las
CC.AA. están constituidos por un presidente, vice-
presidente(s), y ministros del gobierno regional. Los
ministerios regionales, o consejerías, en muchos as-
pectos se corresponden en sus funciones con los del
estado central (excepto en los casos de asuntos exte-
riores y defensa), pero suelen ser menores en número.
Siguen el modelo nacional, con vicesecretarios y di-
rectores generales como altos cargos. El corpus admi-
nistrativo en los niveles regionales se ha ido amplian-
do considerablemente con el tiempo, ya que era la
primera vez que los regiones asumían responsabilida-
des. El número de funcionarios públicos de las
CC.AA. ha pasado de 44.475 en 1982 a 565.460 en
1991. La cifra de 1991 representa sólo algo menos de
un tercio del total del funcionariado (Aizpeolea
1992).
El gobierno central mantiene una presencia formal
en las CC.AA. por medio del delegado del gobierno,
figura prevista para “dirigir la administración del es-
tado en el territorio de la comunidad autónoma y co-
ordinar esta labor con la administración de la comu-
nidad misma”. En calidad de representante del go-
bierno central en la CC.AA., el delegado supervisa a
los gobernadores civiles provinciales, y coordina a
los funcionarios del ministerio fiscal destinados en
esta comunidad (Donaghy and Newton 1989). Con la
excepción del País Vasco, donde el delegado supervi-
sa la política antiterrorista y coordina las labores de
investigación al respecto, y en Cataluña, donde el de-
legado tiene una función de coordinación más extrao-
ficial, este cargo no está considerado como de impor-
tancia en las relaciones intergubernamentales.
Quizá más importante que la función del delegado
es la de los administradores del ministerio del gobier-
no central de Madrid a la hora de supervisar los pro-
gramas de las CC.AA., ya sea en régimen de autono-
mía completa o de una competencia transferida.
Aquellos que sonpartidarios de un control central pe-
queño sobre las comunidades critican a los adminis-
tradores del gobierno central por intentar preservar
sus prerrogativas mediante la creación de departa-
mentos y organismos ministeriales que vigilan a las
consejerías autonómicas correspondientes, con lo que
no dejan que las CC.AA. actúen libremente (Clark
1989; Donaghy and Newton 1989). Pero ésta es quizá
una visión muy estrecha. En aquellas áreas programa-
ticas en las que las competencias no han sido transfe-
ridas, la administración central necesita mantener su
actividad funcional en las sedes ministeriales y en las
CC.AA. Sin embargo, en algunos casos los ministe-
nos podrían estar protegiendo sus flancos al no des-
mantelar su estructura de administración periférica.
La presencia de la administración central continúa
muy viva. A pesar de las transferencias, el funciona-
nado de la administración central sólo se ha reducido
de 1.180.000 funcionarios en 1982 a 900.576 en 1991
(Aizpeolea 1991). Sin embargo, el funcionamiento
constitucionalmente interdependiente hace imposible
para la mayoría de los casos que los organismos
abandonen completamente una función.
Además, el parlamento legisla constantemente
programas reguladores y normas que han de cumplir-
se en todo el territorio nacional. El Tribunal Constitu-
cional ha afirmado de forma consistente el poder de
la administración central en la supervisión y en dar
marcha atrás a las decisiones de las CC.AA. cuando
se considera que sus actuaciones colisionan con el
ejercicio de las competencias exclusivas de la admi-
nistración central. Esta afirmación se ha producido
incluso en materias que habían sido transferidas com-
pletamente a las CC.AA., por ejemplo turismo, en
que el Tribunal decidió que una ley de las CC.AA.
estaba en conflicto con la competencia del gobierno
central para gestionar la economía (Parejo 1988).
Además, el gobierno central ha tenido que responder
a las quejas de los ciudadanos respecto a desigualda-
des en los servicios que recibían en su CC.AA., o
porque las CC.AA. no han cumplido con las normas
y derechos nacionales. La administración central se
ve a si misma como protectora de estos derechos.
Además, los funcionarios de la administración central
a menudo informan de que excepto el vinculo que su-
ponen las subvenciones y las normas programáticas
de obligado cumplimiento, carecen de otros instru-
mentos para llevar a cabo los proyectos nacionales en
las regiones. Los instrumentos que tienen para hacer
que estos se cumplan son indirectos, ya que la ejecu-
ción del día a día está en manos de otras instituciones
gubernamentales (Agranoff and Tamayo 1991).
Programas de actuaciónpolítica
Algunos ejemplos de actuaciones políticas intergu-
bernamentales pueden ilustrar la evolución de la 010
dentro del marco nacional-CC.AA. El crecimiento de
políticas en las que participan las CC.AA. muestran
niveles de conflicto y cooperación inevitables ya que
estarnos asistiendo a la construcción de un nuevo or-
denamiento de la nación. A continuación ofrecemos
unos breves ejemplos que demuestran la profunda re-
gionalización sufrida por algunos programas.
Los intentos de las autoridades del gobierno vasco
para promover el bilingílismo por medio del uso del
euskera, ha llevado a muchos conflictos entre la ad-
ministración central y la vasca. El estudio de Clark
(1988) sobre este proceso estudia los efectos de una
ley de 1982 que fue aprobada por el parlamento vas-
co y por la que se establecía el derecho a: dirigir ne-
gocios en ambas lenguas, recibir la educación en am-
has lenguas, hablar euskera en los medios de comuni-
cación, desarrollar la actividad profesional o econó-
mica en euskera y utilizar el euskera en cualquier ac-
to público. En 1983 el gobierno central impugnó al-
gunas panes de esta ley ante el Tribunal Constitucio-
nal. Tres años después el Tribunal dictó una sentencia
favorable casi en su totalidad al País Vasco.
Algunas negociaciones sobre materia educativa
han sido verdaderas luchas, especialmente el intento
de la administración central para proteger los dere-
chos de los padres no hablantes de euskera que no
querían que sus hijos aprendieran esta lengua. El go-
bierno central se ha valido de su control sobre las
ayudas económicas a las escuelas privadas para que
las escuelas de enseñanza exclusiva en euskera que-
daran dentro del ámbito de la educación pública. Las
complicada normativa y la postergación en las nego-
ciaciones trajeron como consecuencia cuatro tipos de
escuelas (sólo en euskera, sólo en castellano, o bilin-
gúes con una u otra como lengua principal de ense-
ñanza), así como una cuota porcentual para cada tipo
de escuela. También se produjeron conflictos entre el
gobiemo autonómico y el central sobre la utilización
del euskera y la formación de profesores en este idio-
ma tanto en la educación secundaria vasca como en
los programas de educación para adultos.
Otros problemas han surgido con respecto al fun-
cionamiento de la cadena de televisión pública vasca,
la cual ha tenido dificultades de emisión en conjun-
ción con las cadenas públicas nacionales, especial-
mente con la emisión original de los programas. El
funcionamiento bilingde de los servicios públicos
también ha sido un problema. Fueron transferidos
unos 25.000 funcionarios de la administración central
a la autonómica, y la mayoría de ellos no hablan eus-
kera. Los intentos de convertir a estas personas en bi-
linglies han sido un fracaso. El gobierno autónomo
estableció por ley que el dominio del euskera era una
condición para acceder a la función pública, pero dos
sentencias del Tribunal Constitucional anularon este
requisito, por discriminar a los hablantes de castella-
no (Clark 1988). En resumen, las actuaciones del go-
bierno vasco en materia linguistica han chocado en
muchos puntos con el gobierno central, y parece que
no existe una solución fácil al problema, y que la ne-
gociación de los problemas uno a uno es la única for-
ma de establecer una relación factible sobre política
lingílística.
En el área de políticas de desarrollo económico la
administración central tardó algún tiempo en trans-
formar la práctica, tan arraigada durante los años del
franquismo, de centralizar fuertemente la planifica-
ción industrial a nivel nacional. A comienzos de los
80, el intento del gobierno del PSOE de abordar una
serie de problemas delicados y a veces conflictivos,
por ejemplo, el mitigar las tasas de desempleo tan
castigadas por la crisis, reducción de la industria pe-
sada como medida preparatoria para la entrada en la
CEE, y el responder a unos intereses sindicales y la-
borales muy fuertes, llevaron a una reticencia a rela-
jar la centralización (de la política) industrial. Los in-
tentos iniciales de regionalización a través del progra-
ma de designación de Zonas de Urgente Reindustria-
lización (ZUR) fue prácticamente un control centrali-
zado. Los empresarios, los sindicatos y el gobierno
central fueron invitados a participar en una comisión
tripartita para discutir la forma en que debiera llevar-
se a cabo la reconversión. Con esta política y enfoque
centralizados, se convocó a las partes para que dieran
su visto bueno a la reconversión antes de sentarse a
negociar (Benton 1992). Sin embargo, las ZUR fue-
ron el primer plan de desarrollo económico que se
gestionó a nivel regional. Esta gestión la realizaron
las CC.AA. de acuerdo con las directrices nacionales,
por ejemplo, se ofrecieron ayudas financieras de has-
ta un 30% para nuevas inversiones en activos fijos en
las zonas designadas como ZUR, y se facilitó el acce-
so a nuevos tipos de ayuda fiscal (Lafuente y Pérez
1988).
A medida que las CC.AA. se fueron estabilizando,
fueron haciéndose cargo de programas de desarrollo
económico propios. El modelo es desigual, pero las
CC.AA. más activas, como Madrid, Cataluña, Valen-
cia y el País Vasco están fomentando la construcción
de parques industriales de alta tecnología. Están in-
tentando fortalecer los 4ínculos entre universidades y
empresas como forma de fomentar las innovaciones.
Algunas regiones han creado centros para facilitar el
intercambio de información y desarrollo técnico en
industrias concentradas y han animado a las empresas
pequeñas a acceder a estos servicios. La CC.AA. va-
lenciana tiene una red de institutos industriales para
apoyar sus siete industrias principales. La mayoría de
las CC.AA. han adoptado sus propios programas para
mejorar el acceso a los créditos tanto para las peque-
ñas empresas como para actividades de investigación
(Benton 1992). Finalmente, algunos gobiernos regio-
nales facilitan en la actualidad varios tipos de servi-
cios a las municipalidades, como planificación eco-
nómica, acceso a la información referente a subven-
ciones y cambios normativos, y favorecimiento de
alianzas locales entre los pequeños productores, sin-
dicatos, empresas de servicios y gobiernos locales
(Agranoff 1 993b). El gobierno central continúa en-
cargado de supervisar y normalizar los niveles, facili-
tando una gran parte de las ayudas financieras, pero
está menos directamente implicado en estos progra-
mas regionales de desarrollo económico. El paso des-
de las ZUR a la programación regional ha descentra-
lizado las estrategias de desarrollo económico, por-
que se ha pasado a hacer énfasis en su carácter regio-
nal-local, en el que se pueden construir de forma inte-
ractiva nuevas actividades de desarrollo económico
de abajo arriba.
La transferencia de políticas sanitarias a seis regio-
nes designadas para asumir aquellos programas (en
un principio Andalucía, País Vasco, Cataluña, Oalicia
y posteriormente Navarra y Valencia), son un ejem-
Pío de los intentos del PSOE por unificar el desarro-
lío regional mediante actuaciones políticas a nivel na-
cional. A pesar de que vascos y catalanes presentaron
una demanda por la transferencia de la sanidad ya en
1980, cuando se aprobó su estatuto de autonomía, la
transferencia no fue efectiva hasta 1981 para Catalu-
ña y 1987 para el País Vasco. Fue un proceso que ini-
cialmente produjo confrontaciones abiertas que se re-
solvieron en última instancia en el Tribunal Constitu-
cional. La administración central diseñó esta expe-
riencia y conservó importantes controles, al tiempo
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que se procedía a la transferencia de competencias a
otras cuatro regiones, manteniendo importantes con-
troles programáticos y financieros y dividiendo las
regiones en dos grandes grupos, evitando así la for-
mación de un frente regional unificado, y mantenien-
do control programático sobre las denominadas auto-
nomías comunes a las que no se ha transferido la sa-
nidad. Cuando el gobierno central inició las negocia-
ciones con las otras cuatro comunidades autónomas
tuvo también la ventaja de que el Tribunal Constitu-
cional despejara varias ambigiledades que afectaban
al marco institucional básico, concretamente la afir-
mación de los derechos de la administración central
en la supervisión de las competencias transferidas y
los derechos de las autonomías a la determinación au-
tónoma de las políticas. Rico (1992:19> concluye que
los programas intergubernamentales tienen que desa-
rrollarse basándose en un modelo de actuación con-
junta por medio de una comisión mixta compuesta
por representantes regionales y nacionales. Sabiendo
que cualquier revisión unilateral/nacional provocaría
la oposición de vascos y catalanes, se les convocó a
negociar y preparar un primer borrador de una nueva
ley de sanidad, junto con los otras comunidades afec-
tadas. Esto se hizo en gran medida incluyendo a los
representantes de los partidos políticos regionales en
el legislativo. Esto permitió a los partidos regionales
modificar los deseos de la administración central a la
vez que se conseguía que ésta consiguiera un nivel de
unidad.
A raíz de estas negociaciones surgieron varios e
importantes órganos intergubernamentales. El prime-
ro fue un Consejo Interterritorial del Régimen Nacio-
nal de Sanidad con carácter permanente, para com-
prometerse en el fomento de políticas conjuntas. El
segundo fue un acuerdo para que las CC.AA. promul-
garan planes y presupuestos de sanidad regionales, no
tanto para que fueran sometidos a la aprobación na-
cional, sino como canales para continuar la comuni-
cación y coordinación entre los dos niveles. Tercero,
el PSOE, temiendo la pérdida de control sobre los
costes y programas bloqueó un intento para descen-
tralizar completamente la sanidad en las siete autono-
mías de régimen común, pero se establecieron acuer-
dos cooperativos conjuntos en estas regiones, desde
los cuales pudieran colaborar dirigentes del estado
central y responsables políticos regionales en la ges-
tión del régimen de seguridad social como una medi-
da provisional. Rico (1992) concluye que esta OTO
inicial, supone una suavización de anteriores perspi-
cacias y mejora las perspectivas de coordinación por
medio de: 1) aceptación de los partidos regionales en
un mecanismo de actuación política conjunta; 2) ins-
titucionalización de interacciones habituales entre los
gobiernos central y regional; y, 3) reducción de la
gestiónde arriba abajo, e impone la coordinación.
El Programa de Subvención a Amplios Servicios
Sociales ha provocado actuaciones intergubernamen-
tales y coordinación nacional-regional. Actúa a través
de una serie consecuciones simultáneas de niveles y
competencias en cuatro áreas (administración, finan-
zas, información y asistencia técnica) que garantizan
un nivel mínimo de servicios en: información y con-
sulta, prevención de la institucionalización, asistencia
doméstica, casas de acogida y alojamientos de urgen-
cia. No hay una imposición nacional para este progra-
ma, que comenzó en 1988. Dieciséis CC.AA. pro-
mulgaron sus propias leyes para cubrir estos servicios
sociales básicos (pensiones no asistenciales y no sani-
tañas) principalmente para familias y niños en situa-
ción difícil. La supervisión y seguimiento por parte
de la administración central son mínimos (se reducen
principalmente al análisis de informes emitidos por
las CC.AA.) y se centra en planes acordados (Agra-
noff y Tamayo 1991; Ministerio de Asuntos Sociales
9191). En este caso el estado y las comunidades se
han valido de una comisión mixta constituida para es-
tablecer las prioridades y mecanismos de cooperación
en servicios básicos, que regularmente revisa los ni-
veles acordados. Además, se ha creado una Comisión
de Seguimiento para intercambiar asistencia técnica,
ideas y perfeccionar en los métodos y para mejorar la
cooperación a nivel de trabajo.
A su vez, las empresas locales negocian planes de
servicio y fórmulas de financiación con sus autono-
mías, basándose en las necesidades y preferencias
particulares. Las municipalidades deben cumplir los
compromisos de puesta en marcha, de información,
técnicos y financieros estipulados en los acuerdos. En
1989, los porcentajes de contribución financiera fue-
ron: un 24% a cargo de la administración central, un
35% a cargo de las comunidades autónomas y un
41% a cargo de las empresas locales. Como ya se ha
dicho, el mayor porcentaje de financiación subnacio-
nal procede de subvenciones nacionales.
Este programa lleva Las actuaciones políticas inter-
gubernamentales un paso más allá. Se crean comisio-
nes mixtas integradas por representantes de las
CC.AA. y del gobierno central en las que sólo se dis-
cuten las líneas generales del programa y sus niveles
de financiación. Los representantes del gobierno cen-
tral no administran un programa unifonne, sino que
son responsables de que se cumplan los niveles acor-
dados que se deciden conjuntamente. Una vezque las
CC.AA. promulgan sus leyes los consiguientes acuer-
dos son administrativos más que legislativos, y se
centran en la mayor autonomía de las CC.AA. para
enfocar sus prioridades. Es un programa que se trans-
fiere a su vez a las corporaciones municipales, super-
visadas en este caso por la CC.AA.. El programa es
un ejemplo del tipo de GIG que está construyendo
una ordenación federal, situando las responsabilida-
des programáticas casi totalmente en los gobiernos
autónomos.
La era de la gestión
intergubernamental
L a gestión cotidiana de los problemas entreunidades de gobierno es un elemento de las
RIO que está cobrando progresiva relevan-
cia. Hesse (1987). por ejemplo, sostiene que el siste-
ma de la República Federal de Alemania implica,
además de la existencia de un alto grado de interde-
pendencia, un funcionamiento basado en procesos de
cooperación y coordinación entre niveles. López Díaz
(1985) señala que las claves para el éxito de la des-
centralización en España podrían ser una reforma de
la Administración y la construcción simultánea del
Estado y las Comunidades Autónomas. Robert Agra-
noff (1980) en su estudio sobre la gestión interlocal
en los Estados Unidos, resalta la importancia de las
rutinas de trabajo que desarrollan los funcionarios y
sus intentos de realizar ajustes que permitan sacar
adelante los programas emprendidos. La ubicuidad de
estas pautas de comportamiento ha llevado a los es-
pecialistas a preguntarse si la actual no será acaso una
era de gestión intergubernamental (010), entendida
como fase emergente de las RIO (Wright, 1984).
La GIO hace referencia a las relaciones y transac-
ciones cotidianas entre los componentes de las distin-
tas unidades de sistemas de gobierno territorialmente
complejos. El concepto hace hincapié en los procesos
dirigidos a la consecución de objetivos, ya que la ges-
tión es un proceso en el cual diversos empleados pú-
blicos cooperan para encaminar sus acciones hacia
las metas que se han propuesto. Deil Wright (1984)
describe tres atributos consustanciales a la 010: (1)
orientación hacia la resolución de problemas, es de-
cir, un proceso para la acción que permite a los ad-
ministradores de todos los niveles trabajar de forma
constructiva” (Mandelí, 1974); (2) es un medio para
comprender y actuar en el sistema tal y como es, lo
cual supone incluir consideraciones estratégicas acer-
ca de cómo y por qué se producen intercambios entre
unidades de gobierno; proporciona además ciertos
criterios para operar en el contexto intergubernamen-
tal; (3) énfasis en los contactos y el desarrollo de re-
des de comunicaciones. Agranoff y Lindsay (1983)
concluyen que la 010 involucra a grupos que buscan
en común soluciones a sus problemas al tiempo que
reconocen, valoran, y realizan ajustes mutuos en tor-
no a las implicaciones legales, políticas y técnicas de
sus actos. La 010 es un complejo proceso de actua-
ción conjunta dirigido a la consecución de cursos fac-
tibles de gestión coordinada.
Este tipo de actividades de gestión resulta signifi-
cativo en múltiples contextos nacionales. Hanf, en la
presentación de un simposio sobre producción inte-
rorganizativa de políticas en los países occidentales,
centró su atención en el carácter interorganizativo de
la resolución de problemas públicos, que supone la
participación de distintos niveles de gobierno y de
múltiples organizaciones tanto gubernamentales co-
mo privadas. La división de responsabilidades, los
mecanismos de adopción de decisiones y la presencia
de intereses divergentes conducen a la necesidad del
desarrollo coordinado de políticas “a través de redes
de organizaciones diferenciadas e interdependientes
en las que, o bien la resolución eficaz de los proble-
mas pasa por la puesta en común de las capacidades
de diversos participantes, o bien es preciso que las
actividades de las distintas unidades individuales se
guíen por criterios de carácter más general” (Hanf,
1979). Scharpf (en Hesse, 1987) observa a su vez que
las perspectivas económica y jurídica resultan insufi-
cientes a la hora de considerar las tareas y subvencio-
nes intergubernamentales que operan en el federalis-
mo alemán. Las pautas del federalismo cooperativo
se plasman en diversos procesos de adopción conjun-
ta de decisiones, con claro énfasis en la elusión de un
conflicto que podría conducir a situaciones de “suma-
cero” entre los L~nder.
Rhodes (1985) señala la existencia de una serie de
“reglas del juego” por las que se han regido las RIO
en Oran Bretaña, particularmente a lo largo de la dé-
cada de los años setenta y siguientes: pragmatismo,
consenso, equidad, ajuste mutuo y territorialidad.
Enumera además una serie de estrategias de gestión:
utilización burocrática de los recursos, cooptación de
las autoridades locales de cara a los procesos de
adopción de decisiones en el nivel central, procedi-
mientos de consulta con los gobiernos locales, nego-
ciación e intercambio de recursos, confrontación en
AMERÉ,
casos de disconformidad, captación de aliados a tra-
vés de la infiltración en otras unidades de gobierno,
elusión recíproca de distintos actores en persecución
de los objetivos que les son propios, utilización de in-
centivos financieros, creación de espacios profesiona-
les exclusivos, y simplificación de los problemas me-
diante su segmentación. El autor señala asimismo la
necesidad de un análisis exhaustivo de la dinámica de
estas relaciones de poder y dependencia entre el cen-
tro y los gobiernos locales, provocadas por la existen-
cia de unos ministerios que no ejecutan sus propias
políticas y de unas ¿lites fragmentadas.
La complicación de los asuntos intergubernamen-
tales y el ritmo acelerado con que se resuelven ha
atraído la atención hacia la 010. La evolución del
sistema de subvenciones federales y el incremento de
la regulación a nivel nacional desembocan, en los Es-
tados Unidos, en la configuración de un sistema polí-
tico-administrativo más complejo e interdependiente.
El hecho de afrontar nuevas y más amplias responsa-
bilidades hace aflorar la necesidad de una contempla-
ción sistemática de estas relaciones (Walker, 1981).
En opinión de Deil Wright (1984) nos encontramos
en la era de la OTO, y ello por tres grandes razones
que tienen que ver con lo señalado anteriormente:(1)
la creciente importancia de los comportamientos cal-
culadores, que incluyen la conveniencia de sopesar
los costes y beneficios que acarrean las subvenciones,
de actuar con eficacia en el juego de la distribución
de fondos mediante fórmula, y de evaluar el riesgo
que implica el incumplimiento de las nonnas fijadas
por otro nivel de gobierno frente a las potenciales
ventajas de tal conducta; (2) el juego de la fungibili-
dad, o capacidad para desviar los recursos recibidos
para un fin concreto hacia otro de mayor interés; y
(3) la sobrecarga del sector público, que conduce a la
inflación de costes, la ineficacia y la regulación exce-
siva. Esta situación, explica Wright (430), resalta el
papel de los directivos públicos. La complejidad, in-
terdependencia, incertidumbre y riesgo crecientes re-
fuerza la posición de los actores con experiencia y
conocimiento, atributos que los responsables de las
organizaciones suelen poseer en alto grado.
En torno a la 010 han surgido múltiples técnicas y
enfoques. Agranoff (1988; 1989) ha ordenado la lite-
ratura relativa a estos procesos de gestión en una do-
cena de categorías:
1. Planificación, gestión “descendente” o coordi-
nación: utilización de las subvenciones para alcanzar
objetivos nacionales a través de gobiernos subnacio-
nales y organizaciones privadas.
2. Adquisición y administración de subvenciones
intergubernamentales, tanto desde la perspectiva del
que las concede como del que las recibe.
3. Regulación: intentos de condicionar las accio-
nes de otras unidades de gobierno a través de la pro-
ducción de normas.
4. Reforma estructural-legal: favorecer el desen-
volvimiento de las relaciones cotidianas alterando el
marco intergubernamental (aprobación de nuevos ti-
pos de subvenciones intergubernamentales o estanda-
rización de los requisitos ligados a las mismas, por
ejemplo).
5. Revisión de procedimientos: facilitar la gestión
de las subvenciones intergubernamentales a través de
la reforma de los procesos administrativos (formali-
zación y revisión conjunta de las solicitudes, modera-
ción de los requisitos del procedimiento, renuncia a la
aplicación rigurosa de la normativa).
6. Desarrollo de la capacidad de actuación: mejo-
rar la gestión de los programas intergubernamentales
mediante el refuerzo de la capacidad de las distintas
unidades de gobierno para prever e influir en los
acontecimientos, adoptar las decisiones bien funda-
mentadas, atraer y gestionar recursos, y evaluar las
actividades realizadas para dirigir las acciones futu-
ras.
7. Gestión de programas: iniciativas desplegadas
por los directivos para asegurar que un programa se
ejecuta de acuerdo con las perspectivas de la corres-
pondiente unidad de gobierno.
8. Gestión de políticas: ejecución coordinada de
diversos programas a través de la utilización coheren-
te de los distintos instrumentos financieros, fiscales y
normativos.
9. Negociaciones: instrumentos de gestión de las
discrepancias entre distintos actores en las que éstos,
mediante mecanismos más o menos formalizados y
desde sus respectivas posiciones, llegan a un recono-
cimiento de los intereses que les unen y separan. Los
beneficios obtenidos por unos participantes se perci-
be que van ligados a pérdidas por parte de los demás.
10. Resolución de problemas: procesos de ajuste
mutuo, generalmente informal, viables en aquellos
casos en que no existen diferencias de fondo entre las
distintas posiciones. Los intereses en conflicto son
percibidos como menos importantes que los puntos
de acuerdo.
II. Gestión cooperativa: convenios entre unidades
de gobierno para la prestación, obtención o intercam-
bio de servicios, así como para la creación de organi-
zaciones orientadas a la consecución de objetivos co-
munes.
12. Juegos políticos: utilización de la política coti-
diana como instrumento de gestión (establecimiento
de contactos, búsqueda de información, ejercicio de
la capacidad de presión o formación de organizacio-
nes supragubemamentales para la participación en la
escena intergubernamental, por ejemplo).
Diversas naciones se ven en la necesidad de adop-
tar muchas de estas prácticas de GIO a media que se
desarrollan complejos entramados de relaciones entre
unidades de gobierno en torno a los programas de ac-
tuación. Una vez establecido el marco básico de las
RIO, la escena pasa a ser primordialmente rutinaria y
administrativa, si bien siguen existiendo juegos en los
que participar.
Gran parte de los ejemplos de RIO descritos ante-
riormente funcionan dentro de la órbita de la gestión
intergubernamental. Cada vez que se alcanza un nue-
vo acuerdo entre las CC.AA. y el gobierno nacional,
cada vez que se transfiere una competencia a una
CC.AA. o un conjunto de CC.AA., o que se promul-
ga un nuevo programa en el que participe más de un
nivel de administrativo, se ponen en funcionamiento
una serie de intercambios habituales en la gestión.
Por ejemplo, tras la transmisión en materia educativa
a seis de las comunidades el Estado se convirtió en
agente supervisor y las CC.AA. se ~convirtieron en
agentes ejecutivos. A continuación siguieron una se-
rie de intercambios generales de información y las
consiguientes discusiones, y en ocasiones desafíos
sobre cómo debería Llevar a cabo cada CC.AA. la
competencia transferida. Cada área detallada, por
ejemplo, el manejo de lenguas co-oficiales, llevaba
inevitablemente a muchas mecanismos administrati-
vos interactivos. También ha habido intercambios no
programáticos entre el Ministerio de Educación y las
CC.AA. sobre asuntos muy específicos, tales como
los que tuvieron lugar en respuesta a las quejas de los
padres respecto a detenninadas actuaciones lingñisti-
cas en algunas escuelas.
Las negociaciones e intercambios sobre fiscalidad
también llevan aparejados determinados intercam-
bios, como el que tuvo lugar sobre los ajustes de in-
flación anual en las comunidades de Régimen Foral y
con cada una de las comunidades sobre la cesión de
impuestos. Si el reparto y la retención fiscal se con-
vierte en realidad, habrá mayores intercambios entre
el Ministerio de Economía y Hacienda y cada uno de
los gobiernos autonómicos sobre detalles de puesta
en marcha de este programa. Cada programa de sub-
venciones, ya sea a través de ayudas en bloque para
desarrollar responsabilidades especiales, como sani-
dad u obras públicas, o subvenciones a programas, en
protección a la tercera edad o a la infancia, conllevan
muchos contactos habituales para tratar de detalles en
la gestión de estos programas. Ciertamente, algunos
de los aspectos más detallados de actuaciones políti-
cas ilustrados anteriormente tienen lugar realmente
en el nivel de la 010. Ya se ha hecho referencia a los
numerosos intercambios nacionales-regionales en la
política lingiiística vasca, así como sobre aquéllos
que se relacionan con el desarrollo económico, los
servicios sanitarios y sociales. Cada uno de estos con-
juntos de intercambios entrañan revisiones bilaterales
de programas, controles financieros, y exigencia de
informes, lo que mantiene en constante interacción a
responsables nacionales y regionales, y en el caso de
los servicios de sanidad y sociales, existe un compro-
miso regular en las actuaciones políticas conjuntas.
La 010 en España también incluye importantes
contactos políticos sobre particularidades de los pro-
gramas. Pueden surgir bajo diversas formas: respon-
sables electos de las CC.AA. y del gobierno central,
responsables electos de las CC.AA. y funcionarios de
los ministerios, entre delegados ministeriales en las
CC.AA. y en el Gobierno Central, entre responsables
locales y responsables electos del gobierno central y
administrativos, y entre responsables locales y de las
CC.AA. Aunque por lo general son menos frecuentes
los contactos específicos entre responsables electos y
otros no electos, sobre particularidades programáticos
pueden ser tan importantes como aquellos hechos por
los gestores. En estos mecanismos el régimen de GIO
en España no es diferente del de cualquier otra na-
ción. Llega un momento en que estos mecanismos
habituales deben ser puestos en marcha y los detalles
deben ser completados mediante un contacto constan-
te, la resolución de problemas al tiempo que se traba-
ja con la estructuración existente.
Perspectivas de las RIG/GIG
en España
no le faltan problemas en sus re-A España
aciones intergubernamentales. A ni-
vel del gobierno central, se mantiene un
gran corpus administrativo, incluso en áreas cuyas
competencias han sido completamente transferidas.
Las acusaciones de duplicación de funciones admi-
nistrativas a nivel nacional y territorial se han venido
produciendo desde el comienzo de la década de los
80 y ya entrados en los 90 (Aizpeolea 1992). Se dice
que la orientación principal de los funcionarios de la
administración central continúa siendo jurídica/legis-
lativa y no de gestión. Las actuaciones políticas con-
juntas, como se ha visto anteriormente, no siempre
son la forma elegida para modelar la política intergu-
bernamental. Muy a menudo, no se le da a la coope-
ración una oportunidad para ponerse a trabajar, con la
participación de diferentes niveles e intereses, como
fue el caso de las comisiones de servicio en sanidad y
política social. En lugar de eso, en acuerdos como los
Pactos Autonómicos de 1981 y 1992 las élites políti-
cas hacen de intermediarias, a menudo aquellas situa-
das en posiciones extremas del espectro político, ba-
sados en quién puede conjugarlos recursos económi-
cos y electorales para “ganar” (Díaz-López 1985). En
algunos campos, las actuaciones políticas han cam-
biado muy poco desde el franquismo. Por ejemplo el
estudio de Lancaster (1989) sobre la política energéti-
ca posterior a Franco llega a la conclusión de que la
política niacroeconómica no se ha visto fuertemente
afectada por los cambios políticos. Las decisiones so-
bre política energética continúan siendo dirigidas por
un conjunto de élites interrelacionadas pertenecientes
a la banca, la gran empresa y los intereses petroleros.
A nivel de las CC.AA., un problema evidente es la
tremenda variación que existe entre las distintas ad-
ministraciones. A pesar de los intentos de armoniza-
ción, los distintos estatutos de autonomía han condu-
cido a muchas diferencias prácticas en la transferen-
cia de competencias, que plantean cuestiones de
igualdad en la prestación de servicios. La competen-
cia administrativa en las organismos territoriales va-
ría considerablemente, existiendo algunas comunida-
des más pobres a las que les hace verdadera falta un
corpus administrativo para desarrollar grandes pro-
gramas de bienestar social (Carreras 1992). A pesar
de algunos éxitos en la redistribución económica in-
terterritorial, las comunidades se hayan en una situa-
ción de desigualdad. La renta per cápita de algunas
CC.AA. es la mitad o menores que en la CEE, por lo
que tienen bases imponibles. Por otro lado, otras
CC.AA. igualan e incluso superan la media de la CE
y están en una mejor situación financiera para gravar
fiscalmente a sus ciudadanos. Además, hay una serie
de CC.AA. que tienen un fuerte nivel de endeuda-
miento (Zaldívar y Castelís 1992).
Aunque los gobiernos locales no han sido objeto
de estudio en este análisis, es evidente que su función
en el naciente régimen intergubernamental es de su-
ma importancia. Las municipalidades, especialmente
las 274 de más de 20.000 habitantes, tienen importan-
tes responsabilidades constitucionales a la hora de
prestar los servicios del estado del bienestar. Sin em-
bargo, el tamaño de su corpus administrativo capaci-
tado y el empleo de especialistas formados profesio-
nalmente es casi inexistente en la mayoría de las
grandes ciudades. No parece muy claro que las auto-
ridades municipales de estas grandes ciudades den la
talla para la labor que han de realizar, de dar servicios
de sanidad, educación y servicios sociales. El proble-
ma de las 7.782 comunidades con menos de 20.000
habitantes, en las que la emigración del medio rural
al urbano ha acelerado el alto porcentaje de población
anciana, es aún peor. Los servicios del estado del bie-
nestar son inexistentes o casi inaccesibles en la ma-
yoría de las comunidades más pequeñas. Como con-
secuencia, algunas CC.AA. están experimentando
con comarcas, o con prestación de servicio por distri-
tos. Además, las ciudades más pequeñas por lo gene-
ral carecen de recursos o de personal para proporcio-
nar los servicios municipales básicos, y no pueden fu-
sionarse como lo han sido en la Europa del norte, ya
que las que tienen más de 8.000 habitantes están pro-
tegidas constitucionalmente (Carrillo 1991). Un estu-
dio sobre la capacidad municipal en la CC.AA. de
Valencia evidenció que la mayoría de las municipali-
dades más pequeñas (de menos de 5.000 habitantes>
tienen muy pocos o ningún empleado a jornada com-
pleta y no facilitan muchos de los servicios básicos
que el gobierno central les exige. En algunas zonas se
prestan menos de un tercio de los servicios exigidos
(Bañón y Carrillo 1992)
La función de la Diputación o provincia, que tam-
bién posee un estatus constitucionalmente garantiza-
do, presenta otro problema, con la excepción de las
siete CC.AA. uniprovinciales, en las que la CC.AA. y
los gobierno provinciales se han fusionado, la mayo-
ría de los gobiernos provinciales (el País Vasco y las
dos Comunidades isleñas son una excepción) han
perdido el grueso de sus funciones aunque mantienen
los recursos financieros debido a sus bases imponi-
bles. Aunque las provincias han perdido su participa-
ción en el impuesto general sobre las ventas a partir
del año 1986, mantienen impuestos como las sobreta-
sas en las empresas municipales, tasas sobre algunas
tarifas, y continúan recibiendo algunas subvenciones
(Solé-Vilanova, 1990). Mientras que las Diputaciones
están encargadas de la coordinación de los servicios
municipales y de la prestación de servicios en las áre-
as rurales, en realidad las CC.AA. han asumido estas
responsabilidades. A las provincias les queda el fun-
cionamiento de instituciones locales como por ejem-
p—s~
pío las casas de salud mental, las residencias de an-
cianos y el patrocinio de las ferias.
Como conclusión, debido a la necesidad de crear
instituciones administrativas interdependientes a to-
dos los niveles, se hace evidente la urgente necesidad
de unir los niveles de gobierno en una estructura inte-
ractiva para prestar los servicios del estado del bie-
nestar. También es evidente la necesidad de RIO de
un nuevo estilo, en otras palabras, un modelo de RIO
menos de arriba abajo, la serie de acciones intragu-
bernamentales de “nosotros proponemos” y “ellos
disponen” (Bañón 1992; INAP 1991a; INAP 1991b).
Los analistas políticos y los gobernantes están co-
menzando a hablar sobre “Principios y técnicas de
cooperación” así como de “federalismo cooperativo”,
normalmente siguiendo la línea alemana. El estado de
las autonomías, dicen, exige que el régimen funcione
de “modo federal”, ya que algún día podría convertir-
se en un régimen con características organizativas fe-
derales. A pesar de cualquier posible conversión al
federalismo, el sistema no puede funcionar sin una
comprensión y funcionamientos básicos de las RIO y
la OTO. Los mecanismos de cooperación básicos han
sido definidos por un grupo de analistas políticos co-
mo: intercambios de información básicos y frecuen-
tes, coordinación y colaboración técnica sobre los po-
deres y las funciones, y una “lealtad” o compromiso
al “principio federal” (Terrón Montero y Cámara Vi-
llar 1990). Las experiencias de actuaciones políticas
en colaboración a través de mecanismos como las co-
misiones mixtas, las comisiones de transferencias, las
comisiones sectoriales y los convenios verticales pue-
den ser el comienzo para obtener resultados en el de-
sarrollo de RIO y 010 que contribuirán a la construc-
ción de la nación y sus estados (Parejo 1988).
Estos procesos y prácticas de gobierno son tan
esenciales en el crecimiento de los mecanismos de
gobierno en España como lo son las más visibles
(tanto para los medios de comunicación como para
los estudiosos de la materia) de negociación y aco-
modación con los vascos y catalanes. Los intentos
lentos y difíciles para construir nuevos gobiernos y
nuevas relaciones están teniendo lugar en toda la na-
ción. Es la base de las RIO 1 010. Como ocurre en
otras naciones, merecen el mismo reconocimiento y
atención tanto por analistas como gobernantes.
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